Declaración de la comisión ejecutiva del Episcopado Argentino

sobre la difícil situación interna que vive nuestra patria


La difícil situación interna que vive nuestra patria obliga a esta comisión ejecutiva del Episcopado Argentino a dirigirse a todos, gobernantes y gobernados, con el ánimo sincero de aportar una palabra clarificadora y pacificadora en defensa de los intereses de la comunidad nacional.


La mueve la misión integral, de todo el hombre y de toda su historia, y en testimonio de un compromiso real de la Iglesia en esta hora de la nación, con la que -desde siempre- vivió y palpitó al unísono.


Los hechos delictuosos que mueven al país, no pueden ser aprobados por la Iglesia que repudia la violencia y reafirma el valor y la dignidad de la persona, así como el don supremo de la paz, para construir, sobre esas bases, una sociedad más humana y más justa. Hechos que, con frecuencia ponen en juego vidas y bienes, constituyen nuevas injusticias que nada contribuyen a lograr el consenso social para el cambio que se aspira.


Pero no basta manifestar la dolorosa impresión que causan estos hechos. Es necesario llamar a la reflexión sobre las causas generadoras de la violencia y del desencuentro nacional, a fin de colocar las bases indispensables y ciertas para su superación rápida y fecunda.


La paz a lograr es, ante todo, obra de la justicia. Ella será posible mediante la instauración de un orden justo, en el que los hombres puedan realizarse plenamente, en donde su dignidad personal sea respetada, sus legítimas aspiraciones satisfechas, su acceso a la verdad reconocida y su libertad personal garantizada.


La paz social no es simple ausencia de violencia y derramamiento de sangre. La opresión ejercida por los grupos de poder pueden dar la impresión de mantener la paz y el orden, pero en realidad no es sino germen de rebeldía. La paz sólo se obtiene creando un orden nuevo, que comporta una justicia más perfecta. De lo contrario no debe extrañarnos la violencia.

Es menester que todos asumamos la grave responsabilidad que nos toca. Esto requiere que toda la comunidad nacional asuma su papel en el cambio cualitativo de nuestra sociedad. Para ello, es deber de los poderes públicos establecer una efectiva y real comunicación entre gobernantes y gobernados, a fin de que las inquietudes, necesidades y aspiraciones de todos, especialmente de los más necesitados, tengan adecuada atención y pronta respuesta.

El proceso de liberación deberá asumir el aporte fecundo de todos los grupos y sectores sociales, cimentado en los valores y tradiciones que hacen a nuestro ser nacional. Por ello se hace necesario la formación de una comunidad nacional sólidamente estructurada “donde toda la población, pero muy especialmente las clases populares, tengan a través de estructuras territoriales y funcionales una participación receptiva y activa, creadora y decisiva, en la construcción de una nueva sociedad”
.

Tal tarea debe ser hecha y propiciada en la certeza de que prima en todos el deseo de grandeza y bienestar nacional por encima de los pequeños intereses de grupos o personas.

La Iglesia comprueba el espíritu sereno del pueblo argentino, y da gracias a Dios por el equilibrio demostrado al rehuir una provocación a la violencia y al enfrentamiento social. Esta actitud, altamente valiosa para el futuro nacional, debe ser el comienzo de un reencuentro definitivo hecho con la generosidad que la hora reclama.

El ejercicio del poder político es necesario para afirmar sobre bases sólidas la convivencia ordenada.

El poder político es el procurador del bien común. Adquiere y ostenta su mejor título de legitimidad en razón del bien total que procura y debe procurar a la comunidad. El ejercicio de la autoridad que inviste, tiene como fin lograr la unión de todos sus subordinados en las grandes causas.

Es necesario recordar que para los cristianos el ejercicio del poder es un servicio penetrado de una honda sensibilidad social. Este ejercicio del poder debe estar constantemente nutrido de las cuatro notas que Juan XXIII señaló en la Pacem in Terris: verdad, justicia, amor y libertad. Valores que encomian la vigencia de las virtudes evangélicas características del reino de Dios a que toda la historia se encuentra convocada.

Apelamos a las conciencias. Invitamos al diálogo en esta hora providencial de la historia de nuestra patria. Reafirmamos, según el mandato del Señor, que el lograr con espíritu de paz y de amor es fundamento de felicidad y de transformación efectiva de la oída individual y social.

Recordamos: quienes gobiernan están al servicio de la persona humana, cuyos derechos deben sostener y, en cuanto sea posible, asegurar. Tanto los individuos como los diversos grupos y los gobernantes tienen derechos y deberes. Reconocerlos y exigirlos es obligación de todos.

Para asegurar la paz deben defenderse los derechos de los pobres y marginados, y eliminar todo cuanto amenaza a la justicia: marginaciones, opresiones de grupos o sectores dominantes, insensibilidad al cambio social, abuso del poder y de la fuerza, desigualdades irritantes en la distribución de los bienes, desnivel entre precios y salarios.

Exhortamos a que se eliminen las tentativas de dividir y marginar al sector obrero, o capitalizado para oscuros intereses ideológicos, y alentamos la participación de las organizaciones profesionales en los niveles de decisión económica, social, política y cultural que les corresponde.

Todavía una palabra: debemos ser realistas. En todo el ámbito de la nación se da un interrogante, no exento de angustia, mirando hacia mañana.

Quisiéramos no plantearnos tal interrogante a nosotros mismos. Pero, al hacerlo, esperamos con serena esperanza, porque sobre todo nos apoyamos y confiamos en Dios sin desconfiar de los hombres. Frente a las circunstancias posibles confiamos en las innegables virtudes de nuestro pueblo y en su magnánimo espíritu de superación y de fraterna unidad.

Quiera Dios que todos, superando viejos antagonismos, contribuyamos a poner las bases de una nueva etapa en la vida nacional, construida con el aporte generoso de la verdad, que no es patrimonio de nadie en forma absoluta y exclusiva.

Hagamos formal renuncia de la violencia en aras de la paz y de la unidad nacional, para poner el fundamento sólido de la Argentina deseada, en justicia y libertad.

Así lo invocamos y pedimos por intermedio de María de Luján, patrona jurada de la patria.

Buenos Aires, 10 de junio de 1970.
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